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 el fracaso del estado plurinacional




			Amable lector, este es un libro escrito por un catalán sobre Cataluña y sobre España. En realidad, una reflexión a vuela pluma sobre el Estado que tenemos y sobre el que aspiramos a tener. Refleja mi búsqueda de una explicación racional a ese laberinto aparentemente sin salida en el que están, y han estado casi siempre, las relaciones entre Cataluña y España. Le confieso que soy un catalán que estima a los ciudadanos españoles casi tanto como a sus propios compatriotas catalanes. Al fin y al cabo todos formamos parte de la misma comunidad humana y todos damos «tres pequeñas vueltas en la gran noria y luego fuera»1. Poca confianza me da quien estima a sus compatriotas pero desprecia todo cuanto hacen sus vecinos. Españoles y catalanes, como cualesquiera ciudadanos del mundo, compartimos terranidad, como decía el viejo Gramsci. Creo que en toda comunidad humana hay una gran mayoría de ciudadanos con los que compartir cosas, lo que no es incompatible con la evidencia de que en todas partes cierta proporción de individuos te hacen dudar a menudo sobre el sentido de la condición humana. De esos los hay en España y los hay en Cataluña.

			Me considero un catalán en términos generales progresista y universalista. Viendo cómo va el mundo me incluyo con creciente convicción a ese partido que Albert Camus aseguraba que era el suyo: el de los que no están seguros de tener siempre y en todo la razón2. Creo que los catalanes tenemos razones muy fundadas para hacer lo que estamos haciendo, pero no dudo que también hemos cometido errores. 

			Trabajando en el entorno de Pasqual Maragall me reconocí socialdemócrata. Y hasta hoy. Nunca fui nacionalista y tampoco lo soy ahora, pero siempre me he sentido inequívocamente catalanista. El matiz entre sentirse catalanista o nacionalista no es baladí. Estoy de acuerdo con el enfoque de la profesora Liah Greenfeld: los nacionalismos emergieron en el proceso de construcción del Estado moderno3. Y es en la construcción del Estado español moderno donde fraguó el nacionalismo arcaico que todavía sigue vigente en el mapa político español. En realidad el catalanismo ha tenido un tono nacionalista de muy baja intensidad. Su acción, desde su nacimiento a mediados del siglo XIX, estuvo orientada a mitigar los aspectos más excluyentes, centralistas y autoritarios del nacionalismo extremista que desplegó el Estado español en su propio proceso de construcción. De ahí que el catalanismo fuera, y haya sido hasta 2006, un activo factor de corrección de los aspectos más agresivos del nacionalismo del Estado español, a la vez que un factor dinamizador de la propia sociedad española. Dicho en pocas palabras: el catalanismo histórico buscó el reconocimiento político y cultural de Cataluña al tiempo que trató de impulsar la modernización y una concepción más abierta de España. El valenciano Joan Fuster señaló ya hace muchos años que la sociedad civil catalana desplegó el catalanismo justamente para atemperar el nacionalismo español surgido desde las entrañas del propio Estado y su obsesiva impugnación de la catalanidad. El Estado español nació excluyente, autoritario, asimilador y fiscalmente extractivo. Las élites que lo desarrollaron quisieron imponerlo sobre la base de una nación única de raíz castellana. Se edificó negando la diversidad nacional de sus territorios. 

			Paradójicamente, por mucho que algunos insistan todavía hoy en ello, el catalanismo no nació para negar la españolidad, nació para defender la catalanidad y para defenderse del españolismo extremo que emanaba del Estado y determinados ámbitos sociales. Brotó a finales de los años cuarenta del siglo XIX, cuando para los propios españoles la idea de España no era todavía sinónimo de una sola nación. La nación única era una voluntad del Estado, pero no una realidad social aceptada. Algunos mapas editados a mediados del siglo XIX todavía hacían referencia a cuatro Españas: «La España uniforme o puramente constitucional, la España foral, la España colonial y la España incorporada o asimilada»4. Son muchos quienes, sospechosamente, se niegan a dar especial significación a la casualidad de que la España asimilada se corresponda con «las once provincias de la vieja Corona de Aragón, todavía diferentes en el modo de contribuir y en algunos puntos del derecho privado». España ha sido el nombre de un Estado, pero no ha sido nunca el nombre de una sola nación. Fue el nombre de una unión dinástica, pero no de una única nación. Todavía en los años setenta del siglo pasado Juan José Linz escribió algo muy preciso: «España, hoy, es un Estado para todos los españoles; una nación Estado para gran parte de la población y solo un Estado y no una nación para minorías importantes»5. Si los obsesionados en la nación única hubiesen sido más flexibles muy probablemente las cosas se hubiesen ordenado solas. España podría haber sido un Estado para todos los ciudadanos y no necesariamente la única nación en la que de modo imperativo debíamos caber todos.

			Trataré de mostrarles, pues, que lo sucedido en Cataluña tiene poco que ver con los postulados nacionalistas clásicos y menos todavía con el sarampión populista que ha invadido muchos rincones del mundo. Trataré de explicar por qué razón tantos catalanes otorgamos a Cataluña los atributos de una nación y somos favorables a su independencia. Trataré de exponerles por qué razón tantos catalanes votarán a favor de un Estado propio frustrados por la nula voluntad del Estado español para reconocer la pluralidad nacional de la sociedad a la que debe servir. Les señalaré que es posible ser favorable a la independencia de Cataluña y no comulgar en absoluto con los postulados del ideologismo nacionalista explícito que impera en muchos lugares del mundo, o el nacionalismo inequívoco que de modo implícito defienden, aunque lo nieguen, gran parte de las élites estatales españolas. En cuanto a mí, no soy nacionalista por muchas razones, en primer lugar porque el nacionalismo está asociado a algunos de los episodios más espantosos que nos deparó el siglo XX; está entroncado con todo lo que me gustaría cambiar del mundo en el que vivimos. 

			No quiero ocultar que si hoy pudiese hacerlo votaría convencido a favor de la independencia de Cataluña. Espero que si usted, lector, sigue leyendo entenderá mis razones, que son las de muchos otros catalanes. En 1978 voté favorablemente la Constitución española. No porque la compartiera en cada uno de sus artículos y mucho menos en su tono españolista, sino porque me convencí de que abría una puerta detrás de la cual podía levantarse a medio plazo un edificio institucional nuevo que admitiera la pluralidad nacional real de la sociedad española. Creía que la voluntad conjunta de los antifranquistas, con la izquierda al frente, permitiría dejar atrás por siempre la España del unitarismo, del autoritarismo, de la exclusión, de la homogeneidad y del subdesarrollo. En 1982 uno de los llamados padres de la Constitución, Miquel Roca i Junyent, defendía que «el problema de la integración de Cataluña en el Estado español nunca tendrá una solución correcta hasta que no se produzca la transformación de este en un Estado moderno; hasta que la sociedad española no haya operado una profunda reforma administrativa y estructural, no haya profundizado en el ejercicio de las libertades democráticas, no haya incorporado su economía en un sistema de libre mercado […] y no se haya integrado decididamente en el mundo europeo y occidental; el hecho catalán y lo que representa muy difícilmente será digerible en un Estado centralista e intervencionista»6. 

			Éramos muchos los convencidos de que con democracia y con integración en Europa más pronto que tarde encontraríamos la salida al laberinto español que tanto había preocupado a propios y extraños. Conservo en casa, muy subrayado, el magnífico libro que Gerald Brenan publicó con ese título, El laberinto español, en 19437. Lo leí con pasión en los primeros años setenta tratando de encontrar, como muchos otros catalanes, el camino correcto para que la sociedad española saliera de la maraña autoritaria en la que andaba atrapada desde siempre. 

			Por aquel entonces, como tantos otros catalanes, conjeturé que España admitiría la pluralidad nacional que la constituía. Creía que la democracia permitiría implementar el Estado de las Españas reales que todavía se dibujaban en los mapas políticos y sociales del siglo XIX. Bajo la premisa de la democratización del Estado y del reconocimiento de Cataluña luché políticamente desde las filas del socialismo catalán. Quería una España que admitiese su pluralidad nacional y organizara la convivencia política en términos federales, de modo progresivo pero con convicción y lealtad a las demandas históricas de los catalanes.

			Muchos pensábamos que el Estado español podía llegar a ser el nuestro, pero no veíamos razón ni necesidad ninguna de aceptar su carácter pretendidamente uninacional. Cataluña era nuestra nación y la recuperación de la democracia debía servir precisamente para que el Estado admitiera su carácter plurinacional. Podíamos vivir en el Estado español, pero Cataluña era nuestra nación y el Estado debía aceptar su carácter plural en términos nacionales. 

			Con esa intención voté favorablemente la Constitución de 1978 y el Estatuto de 1979. Lo hice convencido de que ambos eran un primer paso, de gigante viniendo de donde veníamos, para alejarnos de la dictadura, para abrir la puerta a la España que imaginábamos con una Cataluña plenamente reconocida en su interior. Creía —como es evidente, con notable ingenuidad— que por sentido de Estado y por impulso de modernidad se acabaría imponiendo la idea de una España democrática y abierta que dejaría atrás para siempre la España caudillista, única y reaccionaria que nos había precedido. Cierto es que sabíamos que el viejo españolismo estaba muy vivo todavía y bien incrustado en las instituciones del Estado y en algunos sectores de la sociedad. Lo volvimos a constatar el 23 de febrero del 1981.

			Las cosas sin embargo no caminaron por la senda que habíamos imaginado. Un cuarto de siglo más tarde participé con empeño, pero también con muchísimas más dudas, en el proceso político encaminado a revisar el Estatuto de 1979. El Estado del 1978 había envejecido, todas sus contradicciones, insuficiencias y manipulaciones se habían hecho evidentes. España no había evolucionado en la línea que habíamos imaginado. Todas las costuras del sistema autonómico se habían roto. Cataluña seguía sin ser reconocida, sus instrumentos de autogobierno estaban sometidos a una renovada presión centralizadora y la política estatal se empeñaba en seguir oficiando la narrativa del unitarismo. 

			Desde los primeros compases del siglo XXI la sociedad catalana volvió a mostrar su disposición a conseguir la renovación de su envejecido Estatuto. Pretendía, en un contexto que se suponía plenamente democrático, que España aceptara el pleno reconocimiento nacional de Cataluña y permitiera la adecuación de los instrumentos de autogobierno a las necesidades y anhelos de los catalanes. Quienes impulsamos el nuevo Estatuto compartíamos la convicción de que el proceso político reformador español se había detenido hacía ya muchos años, prácticamente después de los Juegos Olímpicos. Se imponía un cambio de escala. Queríamos plantearlo desde principios plenamente democráticos y con voluntad reformista. 







			2006: Reformismo o regresión




			Por aquel entonces la política española se había instalado en una dinámica enormemente regresiva. El Estado multiplicaba su carácter clientelar y excluyente. En el que sería el Estatuto del 2006 se condesaban gran parte de los anhelos reformistas de la sociedad catalana frente a una situación de evidente descomposición institucional. La política centralizadora y españolizadora del presidente Aznar había desfigurado sin remedio el pacto constitucional de 1978. El cesarismo8 de su segundo mandato supuso la reaparición sin caretas del viejo esencialismo nacionalista español. 

			En realidad el nuevo Estatuto brotó para frenar la marcha atrás en los modos de hacer del Estado y recomponer los descosidos vínculos con Cataluña. La sociedad catalana se exigía a sí misma un nuevo impulso de renovación. Así se entendió la victoria de Pasqual Maragall en las elecciones autonómicas del 2003. Pero además reclamaba un Estado más eficaz y adecuado a los nuevos tiempos. 

			Desde los años setenta los catalanes no mostraban un nivel de malestar tan elevado y continuo con el Estado y sus políticas. En un contexto de creciente insatisfacción ciudadana la propuesta de un nuevo Estatuto pretendía, pues, el reconocimiento definitivo de Cataluña como nación, por tanto una definición plurinacional del Estado español, una gobernabilidad integral mucho más eficiente y un nuevo impulso reformista estatal para desbloquear y poner al día su encorsetado sistema institucional. La mayoría de catalanes teníamos la certeza de que el proceso de democratización había perdido calidad y que el Estado había recuperado los anclajes ideológicos del viejo españolismo; se habían reactualizado los poderes ocultos que la dictadura parecía haber dejado latentes. El Estatuto era nuestra propuesta para cambiar ese rumbo de vuelta al pasado. 

			El trato que los partidos españoles dieron al Estatuto de 2006 antes y después de su aprobación, el puntapié que recibió del Tribunal Constitucional, los furibundos ataques que recibió por parte de la mayoría de los medios de comunicación estatales, la nula predisposición de todos los sectores de la sociedad española a favor de aquel infortunado enésimo proyecto de encaje de Cataluña en España acrecentaron mi convicción —y la de muchos— de que nos encontrábamos en una encrucijada definitiva: la negación del Estatuto suponía el fracaso definitivo de la España plurinacional. Por tanto el fracaso definitivo de un proyecto de España en el que los catalanes nos sintiéramos reconocidos y acomodados como nación. La ecuación entre democratización y pluralidad nacional no había funcionado. Lo que habíamos imaginado como posible en los años setenta se mostraba quimérico en los primeros años del nuevo siglo. Se imponía buscar otros caminos. 

			Era frustrante pero las cosas en España funcionaban así. Transcurría el tiempo, cambiaban los regímenes políticos, pero se mantenían vivos, incluso en democracia, los tradicionales y crónicos problemas españoles de siempre. España, en la idea que emanaba del Estado, no era conjugable en términos de diversidad y de pluralidad. El viejo Valentí Almirall tenía razón cuando afirmaba que «el problema de España no es Cataluña, es España». La idea de España que emanaba desde el Estado era un problema para los catalanes desde hacía demasiado tiempo. Lo había sido en el siglo XVIII, también a lo largo de prácticamente todo el siglo XIX y la mayor parte del siglo XX y continuaba siéndolo a principios de siglo XXI. España, tal como la querían quienes administraban el Estado, era un problema para los catalanes. Así fue en tiempos absolutistas, también en tiempos liberales y lamentablemente también en tiempos democráticos. 




			No se reconoce, pero es evidente que Cataluña no ha sido el problema. La sociedad catalana ha creado prosperidad, ha integrado diversidad, ha anhelado modernidad, ha exigido pluralidad, ha propuesto reformas políticas de Estado. Para insistir en todo ello propuso una actualización de su Estatuto. Lo hizo a través de todos los procedimientos institucionales establecidos. Entonces, ¿de dónde surgió el conflicto? ¿Qué estigma impedía a la sociedad española entender el sentido de la demanda catalana y allanar el camino para ofrecer una respuesta constructiva? ¿Quiénes se empeñan en conseguir que catalanes y españoles sigamos dilapidando nuestras mejores energías enmarañados en la búsqueda de la salida del tradicional laberinto en el que muy pocos catalanes deseaban volver a entrar? 

			En realidad, el problema de España es su propio Estado. Un Estado en el que viven enrocadas unas élites con intereses propios. Un Estado al que muchos catalanes ya no reconocen como propio. Un Estado del que se han apropiado unas élites que despliegan unitarismo con el único fin de seguir garantizando sus propios intereses. Para muchos catalanes el problema real es el Estado. El Estado que ha bloqueado por norma, y con una constancia digna de mejor causa, la mayor parte de las iniciativas de mejora o de cambio que han surgido desde la sociedad civil catalana. El Estado que para gran parte de la sociedad civil catalana ha dejado de ser el instrumento al que tiene derecho para impulsar su legítima voluntad de prosperidad, bienestar, justicia y libertad.




			A nadie debería extrañar que una sociedad vigorosa, madura y democrática como la catalana haya mostrado su creciente incomodidad y rechazo frente a un Estado que la encorseta y la bloquea en lugar de reforzarla. A nadie debería sorprender que la negatividad del Estado se haya traducido en malestar social, en perceptible malhumor ciudadano y en creciente desafección política por parte de un enorme número de catalanes. El siglo XXI empezó con fuegos artificiales. Pero los ciudadanos no tardaron en darse cuenta de que había sido recibido con algo de desmesura e ingenuidad. La historia no había llegado a su fin en 1989. Mostraba aristas cada vez más punzantes. Para muchos catalanes los tiempos parecían caminar en sentido contrario a como lo habían imaginado. Era más que evidente que España necesitaba iniciativas de reforma que nadie impulsaba. «Aznar perdió el rumbo, dejó de lado el impulso reformista para dedicarse a la política exterior»9. El Estado no dejaba atrás su tradicional inmovilismo, no hacía nada para rehacer su envejecido entramado institucional y nadie parecía dispuesto a reformar sus avejentadas instituciones y políticas. 

			Revisar el Estatuto de 1979 era el modo más constitucional al que teníamos derecho los catalanes para seguir insistiendo en la modernización de España. Así lo entendimos. La respuesta que dio el Estado es conocida. Volveré a ella. Con la discusión del nuevo Estatuto muchos catalanes nos ratificamos en el problema de fondo que tanto condicionaba nuestra vida política: el concepto de España que imponían a través del Estado quienes lo administraban era en realidad cada vez más excluyente e ineficaz, y de nuevo otra vez inmoderadamente esencialista. 

			El problema español es su Estado. Quienes de él se han apropiado no aceptan su condición instrumental, no aceptan su subordinación a los anhelos y los derechos de las naciones reales que en él conviven. Al negar la nación de los catalanes, les excluye. Cuando eso sucede, cuando un Estado se considera capaz de determinar quién es o no es una nación, cuando un Estado determina cómo debe ser la nación o naciones que cobija, entonces, en realidad ese Estado sigue operando al modo absolutista y por ende autoritario, por mucho que se vista de democrático. 

			Una nación es un sentimiento compartido,10 una comunidad que convive en un imaginario colectivo,11 un imaginario social12 en el que se comparten memorias, proyectos de presente e ideales de futuro. «Una nación es un conjunto de personas que dice ser una nación… esto quiere decir que si una colectividad dice no ser una nación o, al revés, una colectividad sostiene ser una nación, ambos pronunciamientos son inobjetables», como escribe Ramón Cotarelo13. La nación de los catalanes la componemos un conjunto de ciudadanos que tenemos la vocación de estar unidos para expresar una voluntad común, y ejercerla en nombre del interés general, dispuestos a alienar nuestros derechos individuales para protegerlos colectivamente14. Nadie tiene derecho a interferir en esa convicción, y mucho menos un aparato estatal. Un Estado es otra cosa, por mucho que algunos pretendan desde tiempos de Luis XV unificar el Estado y la nación15. Un Estado es un instrumento, un conjunto instrumental de instituciones destinadas a legislar, gobernar y representar la nación, sus intereses y sus anhelos; en cuanto que instrumento debe ser representativo, eficiente y democrático; y por tanto adaptativo e inequívocamente servidor de las opciones de bienestar y de identidad de los ciudadanos. Un Estado no es una nación por mucho que las élites estatales españolas se empeñen en confundirlos. 




			Cuando un Estado cae en manos de unas élites y lo instrumentalizan de modo clientelar y monopolístico irremediablemente se aleja de los ciudadanos. En España las cosas podrían haber sido de otro modo pero quienes comandaban el Estado decidieron quedárselo en propiedad. En estas circunstancias la desacomodación o si prefieren el desencaje de Cataluña con su Estado fue creciendo; al trote primero y a la carrera a partir del 2010. Se acrecentó tanto que muchos catalanes decidimos que el problema español, el laberinto en el que abocaba las políticas estatales y las élites que lo monopolizaban solo nos dejaban una salida: construir un Estado nuevo, propio y adecuado a nuestras necesidades como sociedad y a nuestros anhelos como nación. 

			El problema de España es su Estado, las élites que lo monopolizan desde dentro o desde determinadas cercanías. Les va bien. No quieren cambiarlo, ni tan solo matizarlo. Están tan confortables que prefieren que el Estado se hunda antes que perderlo para sí. Ni que decir que su inmovilidad ha sido especialmente reveladora para los catalanes. Quizás por primera vez en la historia hemos entendido el problema real: el problema no es ni tan solo España, es el Estado y el uso monopolístico que algunos hacen de él. 

			Entendido el problema, es hora de afrontarlo. Sin demora, de modo racional, con la dosis justa de emoción y, eso sí, mucho tino. Un Estado autoritario es una herramienta peligrosa, más aún si se viste como democrático. Aunque en Madrid se asegura lo contrario el proceso catalán se apoya en argumentos mucho más racionales que emocionales. Les digo eso para despejar el primer tópico: los nacionalistas españoles, se reconozcan o no, manifiestan una notable animadversión por lo que llaman «motivaciones puramente emotivas» de los catalanes, aunque saben que no es cierto. Saben que las razones de los catalanes están más que fundamentadas: el Estado español no nos sirve. 

			Por eso los catalanes hemos decidido comprometernos de forma muy consciente con nuestro futuro. Hemos decidido que toca cambiar sin espera una realidad política y social que no nos gusta y que nos perjudica. Hemos entendido qué le pasaba a España. Hemos aprendido de nuestra historia. Y hemos decidido actuar política y democráticamente. Hemos dicho basta a esas relaciones innecesariamente difíciles con España y su Estado. Estamos hartos de desencuentros, de malgastar energías, de vueltas atrás y de narrativas falseadas. Estamos en el siglo XXI, en un entorno democrático, en unas circunstancias aparentemente inmejorables para acomodar a una nación como la catalana en un Estado moderno. Sin embargo, nos encontramos de nuevo emplazados a defender derechos elementales; de nuevo dilapidando energías que podrían estar orientadas a construir un país del que sentirnos plenamente orgullosos. Los catalanes queremos mirar de cara al futuro, el Estado nos obliga a seguir encerrados en un indeseable laberinto que corroe nuestro bienestar, nuestra prosperidad y nuestra convivencia. Y lo que es todavía más paradójico: obliga a todos los españoles a seguir mediatizados por un Estado que no tiene otro proyecto ni otra justificación que su unidad, aunque sea a costa del bienestar y la libertad de los ciudadanos.





			



2

de la política heroica 
a una política servidora




			En los últimos años los catalanes hemos releído nuestra propia historia, hemos abierto nuevas vías de pensamiento y nos hemos adentrado en una acción política con objetivos hasta ahora desconocidos. Es lógico. La idea de independencia o de Estado propio exigen la articulación de un pensamiento nuevo. Las premisas del viejo catalanismo ya no son suficientes. Las explicaciones al uso de los partidos políticos españoles ya no convencen. Muchos catalanes desechan su mecanicismo. Los dirigentes de casi todos los partidos españoles se han enrocado en el poder institucional y en el corto plazo. Al mismo tiempo son muchos los catalanes que se han instalado en el trazo largo de la historia. Queremos dejar atrás los inconvenientes generados por un mal Estado y por sus políticas presentistas obcecadas en inmovilizar la dinámica promovida por la sociedad civil catalana y sus instituciones de autogobierno. 

			Hemos asumido que solo hay un modo válido de hacer política: pensándola, entendiéndola en su historicidad, sometiéndola a lo que debe ser. La política solo adquiere sentido si se guía por ideales, es decir, por constructos culturales que le dan sentido, que ubican lo individual en el contexto de lo colectivo. La política debe guiarse por lo que debe ser, por el ideal cultural que nos convierte en sujetos políticos. Los ideales son imprescindibles, y aunque puedan parecer irrealizables —así lo razona Giovanni Sartori— son ellos quienes mejor alimentan la tensión ideal que sostiene la democracia16. Creo, como Max Weber, que los ideales son al menos tan importantes como los intereses17.

			Explico esto para hacer notar el ideal democrático que nutre la política catalana. La política adquiere su sentido trascendente cuando tiene en cuenta a los ciudadanos como únicos sujetos de la historia. Por ahí debería de empezarse. Se trata de comprender quién y por qué se ha movilizado en Cataluña. Los críticos afirman sin pudor que el proceso político catalán está inflado por los políticos soberanistas enloquecidos que han manipulado a los ciudadanos, que por tanto se dejan conducir como ovejas. Quienes lo afirman —políticos, intelectuales y académicos— practican en dosis variadas el populismo, el aristocratismo o el paternalismo que dicen aborrecer.

			Observen en detalle el proceso político catalán y hagan un esfuerzo para reconocer al principal sujeto histórico que lo impulsa. Es la ciudadanía. Es la gente, en su expresión más plural y más democrática. No se crean los razonamientos aristocráticos y menos aún los populistas. No crean a quienes tratan de enmascarar todo lo que sucede en Cataluña. Los catalanes hemos sentido «la necesidad de participar de otra manera, y mejor, en los acontecimientos de nuestro tiempo en vez de padecerlos como destino»18. Y eso es más bien sano y necesario. Y eso no es patrimonio solo de las izquierdas o las clases desfavorecidas, puede ser también la opción de toda una nación o de gran parte de ella.

			Hay que observar a ese sujeto —el conjunto de los catalanes— en su historicidad, también en su heterogeneidad y sobre todo en su voluntad común, para empezar a comprender lo que ha sucedido y está sucediendo en Cataluña. El proceso político catalán supone una mutación en las ideas y en los ideales de la gente. Se hace, obviamente, desde las virtudes, que son muchas, y de los defectos, que no son pocos, del pueblo catalán; también desde sus fortalezas y sus debilidades. Se hace desde su voluntad de cambio y desde sus propias contradicciones. Los catalanes somos conscientes de que estamos actuando en la historia, en un contexto internacional y social muy exigente, motivados para librarnos de una vez del Estado que nos atenaza, y sobre todo ilusionados por el deseo de construir algo nuevo que asegure el futuro. 

			En la política española, también entre los intelectuales y las élites empresariales del Estado, abundan los razonamientos aristocráticos y abstractos con el unitarismo como mascarón de proa. No quieren aceptar que la sociedad catalana ha protagonizado una mutación política muy profunda traducida en una revuelta social contra el Estado en toda regla. Mutación y revuelta —insisto— protagonizada por los ciudadanos de a pie decididos a hacerse notar, a salir a la calle, a dotar a su Parlamento autonómico de una mayoría favorable a la independencia, a proclamar que el futuro está abierto, a manifestar que quieren un Estado propio en forma de República cívica y democrática, y que desean un referéndum democrático para que el conjunto de los ciudadanos puedan manifestar libremente cómo desean vivir.

			Por defecto, claro está, somos los ciudadanos catalanes quienes nos hemos convertido —una vez más— en los más activos agentes del cambio político en España. Nos hemos rebelado contra el Estado y la élite que lo monopoliza. Nos hemos conminado a terminar con el círculo vicioso de estancamiento, de regresión y de retroceso social en el que se nos pretende seguir enredando. La sociedad catalana es una sociedad adulta. Desea poder desplegarse como una verdadera sociedad del conocimiento, inteligente en sus modos de gobernarse y en sus hábitos de convivencia. Desea poder batallar en plenitud por sus ideales colectivos a favor del progreso y la fraternidad. Desea poder desarrollar un proyecto colectivo que le permita señalar opciones reales de mejora social. Desea poder exigirse a sí misma una política nueva, más pensante, más honesta, más representativa y en consecuencia menos heroica. 




			La política que se practica en la capital de España y la que se práctica en Cataluña son distintas. La política en Madrid es defensiva y heroica. En Cataluña es sobre todo aspiracional y simbólica. En Madrid se justifica defendiendo una idea esencialista de España. Se fundamenta en la defensa obsesiva de un ser español único y homogéneo, «vertical y caudillista»19. En realidad a la política española le excita esa España problematizada de siempre. Le vale como justificación y como tabla de flotación. La idea esencialista y unitarista de España le funciona como un magnífico ungüento cohesionador. Tras ella esconden todas sus faltas. Sin rubor casi todos sus portavoces de derechas y de izquierdas se empecinan en defender la indefendible inmutabilidad de la nación española, en exigirnos a todos que aceptemos por imperativo de Estado a esa nación única, obligatoria, inventada, abstracta e irreal que según ellos hunde sus raíces en el pasado más remoto y está destinada a vivir —así lo proclaman— más allá de todos los tiempos y circunstancias. 

			En defender eso se fundamenta la política heroica. De ahí su tono particularmente numantino del statu quo y radicalmente excluyente de cualquier otra idea de España. De ahí, por otro lado, su otra cara inequívocamente pusilánime, por no decir cobarde, y en cualquier caso ineficaz a la hora de defender los intereses comunes de la mayoría de los españoles, y todavía de un modo más lacerante de los catalanes. Heroica pero vacua a la hora de ofrecer proyectos que reviertan en un servicio efectivo para los ciudadanos. Política tanto más heroica como menos inclusiva. 

			No es necesario decir que la política heroica, en general, ha sido y es opuesta a los intereses de los catalanes. Lo ha sido a lo largo de la historia, por mucho que sus practicantes lo nieguen. Se justifica tratando de implementar, contra el sentir de los catalanes, y de modo autoritario, una nación única en una realidad social en la que cohabitan varias. Se justifica tratando, a través del Estado, de homogeneizar y negar la diversidad política y cultural de su propia sociedad. 

			La política heroica se sustenta echando siempre la vista atrás, hacia el pasado, casi como el fantasma que habita en la vieja casa e impide adecuarla a las necesidades del presente y del futuro. En esa política casi nunca aparecen la sociedad real, sus retos y sus anhelos. Sus ideales son siempre abstractos —la unidad a cualquier precio. En cambio lo social —el bienestar de las mayorías o de las minorías— aparece siempre diluido, secundario. Se acredita defendiendo su mito, su Estado. Su Estado es principio y final de todo. Para la política heroica el Estado es España y España es tal como la define el Estado. El Estado es por esencia la representación de la nación única. Lo es por imperativo absoluto. Lo es, dicen, porque así nos viene del pasado y así se ratificó en Cádiz en 181220. Lo es porque el Estado monopoliza en propiedad la soberanía de todos los españoles. Lo es por imperativo constitucional esencial y definitivo, y por tanto inmodificable. 

			En esa política los conceptos de Estado, soberanía nacional y nación única se han fundido en un solo elemento. Es así por ley suprema e imperativa, casi divina, por los siglos de los siglos. Se justifica transmitiendo a los españoles una ensoñación irracional y emotiva que los mantiene inmovilizados. Convierte la unidad del Estado en bien supremo y su defensa en el principal objetivo de su acción política, y se desentiende por tanto del verdadero fin de la política: el bien común. Como es obvio en España la política de Estado nunca refiere sus argumentos al bien común, ni tan solo pretende demostrar que lo sirva, sabe que no puede hacerlo. Por eso su relato es extremadamente simple: se cohesiona negando la diversidad y la pluralidad cultural, política y nacional de la sociedad. Que los catalanes se sientan nación es el mal absoluto. Que su sentimiento brote de la historia y que lo manifieste una generación tras otra de ciudadanos y que así lo crean hoy una gran mayoría no tiene otro valor que su función de acicate a la política heroica. La política heroica poco tiene que ver con el bien común. Es lo opuesto. Se refiere exclusivamente a la defensa de los intereses de quienes se han enrocado en el Estado y lo monopolizan. De ahí que resulte que el Estado que defiende es estático, metafísico, mítico y autoritario. Por eso no encuentra modo de justificarse por su acción a favor de los ciudadanos; por eso no es reconocido por muchos ciudadanos catalanes.

			Es la política heroica quien inventó lo que sus portavoces han querido convertir en el «problema» catalán. Se excusa creando problemas y agrandándolos, distorsionando la realidad para después actuar sobre ella y beneficiarse con ello. Cataluña es el contrapunto de su mejor coartada: el mito del Estado único, reflejo inequívoco de la nación española única, a su vez sinónimo de la única soberanía nacional posible y a su vez sinónimo del único bien común: la unidad. Así se perpetúa la élite política unitarista, así armoniza su cruzada contra la diversidad y contra la pluralidad. Así se pretende que los catalanes sigan atados a España, por mucho que nos perjudique es nuestro destino. Todo suena demasiado vacuo, más adelante veremos por qué. 

			Parece mentira, pero ese molde heroico, con muy escasas variaciones, ha venido dando forma al Estado español desde su configuración moderna hace ya cuatrocientos años. Las razones de su pervivencia son muchas y sus consecuencias están muy presentes en las circunstancias que atenazan a la política española. Todo parece indicar que el relato heroico fue suficiente para sostener el Estado español hasta finales del siglo XX, con la dictadura de Franco incluida. Sirvió para configurar sin excesivos sobresaltos aunque con notables sufrimientos sociales un Estado moldeado para servir a las élites que habían conseguido monopolizarlo. 

			


Hoy parece claro que ese molde ya no sirve, ha caducado. La sociedad catalana quiere sobrevivir como nación en un mundo en cambio. Es consciente de que las cosas deben hacerse de otro modo, desde principios políticos y sociales nuevos. Sabe que necesita fórmulas estatales más representativas y eficaces. Intuye, creo que con razón, que los Estados, todos, deberán justificarse menos por su heroicidad interna y externa —las fronteras son cada vez más permeables— y mucho más por su capacidad de servicio tangible a sus ciudadanos. El Estado es un instrumento colectivo. Debe sintetizar las voluntades comunes de encontrar solución a las problemáticas sociales, a los efectos de la crisis económica, al paro y a la desigualdad creciente. Debe de adaptarse para responder a la voluntad de participación política de los ciudadanos. Debe ser capaz de representar a los ciudadanos. Debe plasmar los ideales sociales de la ciudadanía en proyectos posibles y sostenibles. Debe configurarse y funcionar de modo inequívocamente democrático. El Estado que viene —en realidad la política que viene— será la antítesis de lo heroico y de lo mítico. El Estado ensimismado en los intereses particulares y clientelares no sirve. El Estado que se despreocupa de la vida real de las personas tiene los días contados. 







			Toda política debería ser servidora




			Toda política digna de ese nombre será servidora. Toda política que no responda a la pregunta de cómo favorecer la vida concreta de las personas y los intereses comunes será rechazada consciente y directamente por los ciudadanos. En la sociedad informacional las políticas heroicas, y por tanto estáticas, no serán posibles. La política deberá rendir cuentas. ¿Cuántas vidas fracasan porque la acción política no presta atención al sistema de oportunidades que tiene la misión de gestionar? ¿Cuánta miseria innecesaria se tolera por no enfrentarse a los principios de la desigualdad? ¿Cuánta corrosión social se puede evitar con los medios de que dispone la acción política? ¿Cuánta prosperidad se estrangula de modo innecesario? ¿Cuánta justicia social se obstruye? ¿Cuánta frustración colectiva se puede evitar? ¿Qué importa que un Estado acoja a una o a más naciones? ¿Quién tiene derecho a impedir que una nación pueda elegir libremente su forma política?

			A estas preguntas deberá atender la política. A todo ello tendrá que responder el Estado. Poco futuro tendrá España, y muchas dificultades innecesarias padecerá la sociedad española, si la política no deja de lado la justificación heroica y no se pone en manos de la única justificación aceptable y democrática: la servidora. Volvamos a la política. Dejemos de lado el mito. Es la sociedad principio y fin de todo, no el Estado. En el devenir humano ninguna forma política es inmutable. Su función es pues de servicio a la sociedad, nunca de escudo a los intereses de los dirigentes políticos y altos funcionarios que lo monopolizan.




			Siendo así, la política españolista tiene otra característica: su perímetro real es algo más amplio de lo que aparenta. Eso se nota especialmente en Madrid. En la capital la política, además de los políticos, la hacen con similar intensidad algunos periodistas, casi todos los grandes empresarios de la comunicación, la mayoría de los académicos, un gran número de intelectuales, la mayor parte de los ejecutivos de las sociedades del IBEX y un buen número de jueces. Los vasos comunicantes están perfectamente estructurados y activos. La separación de poderes se ha diluido. Salvar la España unida es la justificación que lo ampara todo. En esa esforzada labor convergen un buen numero de funcionarios, jueces, empresarios, políticos estatales y obviamente la Corona y quienes han encontrado un asiento en las instituciones del Estado21. Prácticamente ninguno de ellos se reconoce como nacionalista español, eso queda para los catalanes que hemos sido declarados furibundos nacionalistas, casi todos, excepto quienes se sienten patriotas españoles. Como se sabe, los dirigentes del Estado no son nacionalistas, son solo patriotas españoles que aman a su España y que luchan con todas sus fuerzas contra quienes la han querido de otro modo. El día 22 de diciembre de 2016, durante la presentación de un libro sobre Cataluña,22 el exministro García-Margallo descalificó el proceso catalán por nacionalista; en su justificación agregó: «Yo no soy nacionalista; eso sí, soy un patriota español, y en cuanto que tal mi preocupación es España y por eso no puedo permitir que los catalanes consumen su secesión». Las élites estatales dicen ser patriotas pero no nacionalistas. No dicen sin embargo que su patriotismo les lleva a defender un Estado que principalmente les asegura sus intereses particulares. Los patriotas de la unidad, políticos, altos funcionarios y un pequeño grupo de empresarios, monopolizan la mayor parte de los resortes de poder del Estado, hacen políticas adecuadas a sus intereses, obtienen buenos salarios y algunos ostentosas ganancias, y sin embargo para muchos ciudadanos se degradan sus condiciones de vida y sus posibilidades de desarrollo,23 y para la gran mayoría de catalanes, además se limitan sus derechos y sus deseos de mejora social. 

			El nacionalismo patriótico, apenas reconocido, articula a las élites políticas, económicas y funcionariales que se benefician del Estado. Entre todos alimentan el mantra «nacionalista españolista de Estado», que no reconocen pero que les sirve para mantener su posición de dominio y de privilegio. A través del Estado se reproducen generación tras generación. Por eso son fieles a la idea matriz que les cohesiona: la unidad imperativa de España como sinónimo de la subordinación de los demás ciudadanos a su poder y a sus privilegios. De ahí su fervor heroico y su corolario patriótico. De ahí el problema de la sociedad española: vivir sometida a un poder vacuo que siempre mira hacia atrás y que tiene intereses propios.

			En Cataluña la política no es heroica, o por lo menos no lo es al modo de la política española. No ha habido históricamente un aparato estatal sobre el cual sostenerse y las instituciones de autogobierno actuales son más representativas que poderosas. Se basa en lo que debería ser, sirve para construir imaginarios pero tiene poca oportunidad de materializarlos. Se justifica proyectando ideales que casi nunca puede implementar, da cobertura a aspiraciones que casi nunca puede concretar y se nutre de deseos de futuro para los cuales apenas dispone de competencias para tratar de ponerlos en práctica. En la política del Estado se aprueban presupuestos y leyes de referencia, se recauda y se distribuye la fiscalidad del Estado. La política catalana administra anhelos y solo reparte lo que se le da acotado y casi siempre asignado. Las cuestiones esenciales no están en sus manos. El resultado es una política mucho más aspiracional. Política pues de ideales que siempre tiene dificultades para convertirlos en proyectos. Sin apenas poder real, casi nunca consigue rematar. 

			A lo largo de la dictadura franquista la política catalana se acostumbró a poner en juego la acción en la calle al servicio de un imaginario de futuro, en ese caso la democracia y algo de autogobierno. Después han sido cuarenta años de autogobierno administrando instituciones cada vez más condicionadas en competencias y financiación. El marco heroico pues condiciona los límites generales de actuación de la política catalana y la convierte en aspiracional. En consecuencia en ella abunda lo declarativo. La soberanía se administra en Madrid. En Barcelona se gestiona el deseo de tenerla. Por eso la política catalana vive en la ansiedad: hacer ver que, aspirar a, soñar que... Tengan presente al presidente Tarradellas y su mítico encuentro con el presidente Suárez; nada de lo que pareció ser había sido. Recuerden al presidente Pujol y cómo envolvió su escasa capacidad operativa con alfombras y apariencias. Recuerden al presidente Maragall frente al Estatuto del 2006. Recuerden al presidente Montilla frente a la crisis del 2008, solo podía esperar que quien detentaba el poder real hiciera algo de provecho. Recuerden al presidente Mas y su empeño por conseguir un pacto fiscal.

			Las políticas en Cataluña siempre han estado condicionadas por su escaso poder operativo. Siempre se han justificado por las buenas intenciones… casi siempre futuras. Por eso la política catalana se apoya casi siempre en voluntad de futuro, en aspiraciones. Necesita operar a través de objetivos zanahoria, es decir, metas a medio y a largo plazo, a menudo necesariamente inciertas. Y eso viene de antiguo. La generación del alcalde Rius i Taulet lo aprendió con la Exposición Universal de Barcelona de 1888, la de Cambó lo practicó con la Exposición Internacional de 1929, la de Maragall lo hizo con los Juegos Olímpicos y la de Artur Mas lo consagró con su asunción de la independencia. 

			Por eso la política catalana se obliga a sí misma a dar pasos que a veces parecen temerarios. Por eso casi siempre parece moverse en el mismo punto: conseguir poder real. Por eso muy a menudo parece defensiva y casi siempre obstinadamente declarativa y contradeclarativa. Se mueve siempre mediatizada por el aliento en el cogote de la política heroica, pocas veces encuentra el espacio para encender las luces largas, para poner en primer plano sus propias ideas, reflexiones o valores. Por eso muy a menudo fue y todavía es ambigua. Por eso el doble lenguaje se convirtió en una de sus características definitorias. En realidad, a la política catalana le falta poder real para poder juzgarla como tal poder. Le ha costado mucho tiempo decir las cosas como las pensaba. 

			Competir con la política heroica emanada desde el Estado no es fácil. En 2003 se hizo evidente que sus competencias eran cuestionadas, en 2008 se hizo evidente que apenas poseía ninguno de los instrumentos necesarios para enfrentarse directamente a la crisis. Solo podía plantearse medidas más o menos paliativas y sobre todo metas a largo plazo. A nadie debería extrañar que muchos de los políticos catalanes que gestionaron la gran crisis, enfrentados a ella sin apenas competencias, sabedores de que poco podían esperar del Estado, se abrieran sin dudar a opciones políticas a favor de un Estado propio. 

			En ese punto la política catalana ha cambiado. Reivindicar un Estado supone dejar atrás las formas tradicionales de ambigüedad. Por eso quienes han cuestionado al Estado heroico han sido anatemizados. En 2006 el presidente Maragall defendía un Estado federal y asimétrico. En 2012 el presidente Mas tomó la decisión de decir en Madrid lo mismo que en Barcelona, sin matices: la sociedad catalana necesita estructuras de Estado. La política heroica se enfureció con ellos y enfurecida sigue. 

			Obviamente la política aspiracional no desaparecerá de un día para otro. Siguen sobresaliendo posicionamientos a menudo más gesticulantes e hiperventilados que efectivos. Sin embargo la política catalana está sometida a un proceso intensivo de cambio. La reivindicación de un Estado exige empezar a hacer política de Estado. Y aunque eso no se aprende de golpe lo cierto es que por fin la política catalana parece estar dejando atrás gran parte de sus complejos históricos. Pese al descrédito de la política, la sociedad catalana quiere hacerla, quiere definir una agenda política propia. Ha ganado en autoestima. Está empezando a dejar atrás la preeminencia de lo simbólico. Hacer política de Estado es otra cosa. Significa fijarse en los mecanismos reales de poder y ejercerlos. Para la política catalana eso supone un cambio histórico. En realidad, por primera vez en su historia contemporánea parece decidida a administrar el poder en mayúsculas, el poder del Estado. 

			La sociedad catalana ha entendido que su relación con el Estado debe cambiar. La política heroica ha construido un mal Estado en el que todo lo catalán —excepto las rentas fiscales— sobra. De ahí nuestra desconfianza histórica hacia todo lo que venía de Madrid, de ahí que sean tantos los catalanes —anarquistas y liberales al frente— que han llegado a creer que el Estado es por naturaleza protervo. Por definición una carga de la que nada bueno se puede esperar y siempre contrario a los intereses de la gente y del común. La sociedad catalana pues está en un proceso de cambio histórico: ha asumido que un Estado es necesario y un buen Estado es posible, y que vivir en el Estado español no es ni positivo ni obligado. Somos muchos los que hemos entendido que en manos de la política heroica solo ejerce a favor de las élites heroicas que lo monopolizan. En consecuencia no sirve a los intereses de los ciudadanos y mucho menos a las necesidades de los catalanes.




			En febrero del 2016 me trasladé a vivir a Madrid, tras ser nombrado Delegado del Gobierno de Cataluña. Me di cuenta de que la política heroica tiene un complemento imprescindible: buena parte de la prensa escrita y la comunicación audiovisual. A la mayoría de mis interlocutores en realidad les interesaba poco lo que en verdad estaba sucediendo en Cataluña. Me inquietó el poco interés que mostraba la mayoría de quienes intercambiaban opiniones conmigo por descifrar el origen y el estado real de la cuestión catalana, o de la motivación secesionista, como gusta decir al nacionalismo español. Me llamó la atención, por el contrario, la seriedad y el rigor con el que me preguntaban los embajadores extranjeros y sus consejeros políticos. La mayoría de periodistas e intelectuales coincidían en definir el proceso catalán como un invento de los políticos, con Pasqual Maragall a la cabeza y Artur Mas como su mejor discípulo. Se equivocan o quieren equivocarse. Maragall fue, básicamente, un catalanista que soñó en reformar España. No fue un independentista, aunque en mi opinión ahora lo sería. Y Artur Mas nunca ejerció de nacionalista independentista hasta hace muy poco tiempo y muy forzado por las circunstancias. Se sintió impelido a ello a partir de 2012, en el marco de la gran movilización ciudadana y ante la falta de respuesta por parte del Estado a sus requerimientos, todos ellos inicialmente reformistas. Se me repetía una y otra vez que «han sido esos políticos nacionalistas los que han liado a los ciudadanos en un proceso sin salida posible, simplemente para estafar a la gente y mantenerse en el poder». «Todo había empezado a torcerse —me decía una insigne periodista todavía muy leída— con la locura de Pasqual Maragall y su Estatuto. Y todo entró en el delirio absoluto con la llegada al poder del ambicioso Mas. Su deseo de mantenerse en el poder a cualquier precio os ha llevado a la deriva secesionista. Y esa deriva está condenada al fracaso porque es simplemente imposible. Y ahora con Junqueras como alternativa, o con Puigdemont, esto no tiene solución. Os habéis metido en un callejón sin salida». Nadie quiere tener en cuenta el papel de la sociedad civil y las movilizaciones ciudadanas. 
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